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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 
 
JURISPRUDENCIA. RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA 
FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA 
(ABROGADA), TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA.  
 

Competencia Económica 
 

TESIS AISLADA. SANCIONES IMPUESTAS A UN AGENTE ECONÓMICO POR EL INCUMPLIMIENTO DE 
LAS CONDICIONES A QUE SE SUJETÓ LA AUTORIZACIÓN DE UNA CONCENTRACIÓN. LA INSTITUCIÓN 
JURÍDICA DEL RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA ES INAPLICABLE AL RESPECTO.  
 

Constitucional y Amparo 
 
JURISPRUDENCIA. VIOLACIONES PROCESALES. PUEDEN INVOCARSE EN UN JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO POSTERIOR, SI LEGAL Y MATERIALMENTE NO ERAN SUSCEPTIBLES DE IMPUGNACIÓN O 
ANÁLISIS OFICIOSO DESDE EL PRIMERO.  
 
TESIS AISLADA. EQUIDAD TRIBUTARIA. EL TRATO LEGISLATIVO DIVERSO Y EL PARÁMETRO O 
TÉRMINO DE COMPARACIÓN, CONSTITUYEN ASPECTOS DIFERENTES ENTRE SÍ, QUE DEBEN 
TOMARSE EN CONSIDERACIÓN AL REALIZAR EL ANÁLISIS DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL DE 
NORMAS CONFORME A AQUEL PRINCIPIO.  

 

Penal 
 

TESIS AISLADA. APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. EL SISTEMA RESTRINGIDO DE 

ESTE RECURSO, CONTENIDO EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMENTOS PENALES, GARANTIZA 

EL EXAMEN INTEGRAL DE LA DECISIÓN CON EL DEBER DE PROTEGER LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y 

EL DEBIDO PROCESO, POR LO QUE NO VULNERA LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 2, INCISO H), DE LA 

CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 14, NUMERAL 5, DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS.  

 

TESIS AISLADA. APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. LOS ARTÍCULOS 461, 468 Y 480 

DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL ADOPTAR UN SISTEMA RESTRINGIDO DE 

DICHO RECURSO, NO VULNERAN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 2, INCISO H), DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 14, NUMERAL 5, DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS Y, POR ENDE, SON CONVENCIONALES.  
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TESIS AISLADA. DEFENSA TÉCNICA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. LA FALTA DE 

ÉXITO DE LA TEORÍA DEL CASO PLANTEADA POR EL DEFENSOR DEL IMPUTADO, DERIVADA DE SU 

ACTUACIÓN, NO IMPLICA UNA VULNERACIÓN A ESTE DERECHO FUNDAMENTAL.  

 

TESIS AISLADA. DERECHO HUMANO A LA DOBLE INSTANCIA EN MATERIA PENAL EN EL SISTEMA 

ACUSATORIO Y ORAL. LOS ARTÍCULOS 461, 468 Y 480 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES, QUE REGULAN EL RECURSO DE APELACIÓN, SON CONFORMES CON LAS CONVENCIONES 

DEL SISTEMA REGIONAL INTERAMERICANO Y UNIVERSAL EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE 

DERECHOS HUMANOS.  

 

TESIS AISLADA. FRAUDE GENÉRICO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 193, PÁRRAFO PRIMERO, DEL 

CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE QUERÉTARO. NO SE CONFIGURA EL ELEMENTO "ENGAÑO" DE 

ESTE DELITO, ENTRE EL PROVEEDOR DE INSUMOS Y EL PRODUCTOR Y DISTRIBUIDOR, ANTE EL 

INCUMPLIMIENTO DE ÉSTE EN EL PAGO DE AQUÉLLOS Y DE LAS GANANCIAS PROYECTADAS.  

 

TESIS AISLADA. INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE CONTROL 

DE ACCEDER A LA SOLICITUD DE LA DEFENSA DEL IMPUTADO DE SEÑALAR FECHA Y HORA PARA 

AUDIENCIA A FIN DE DEBATIR SOBRE EL DESAHOGO DE DIVERSAS PRUEBAS EN ESTA ETAPA DEL 

SISTEMA PENAL ACUSATORIO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL SER UN 

ACTO QUE, POR SÍ MISMO, NO AFECTA MATERIALMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS.  

 

TESIS AISLADA. MEDIOS DE PRUEBA EN EL SISTEMA PENAL ORAL DE TIPO ACUSATORIO. SALVO 

EXCEPCIONES JUSTIFICADAS, CONTRA SU ADMISIÓN EN LAS ETAPAS INTERMEDIA O DE JUICIO ORAL 

ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, DE ACUERDO CON EL ASPECTO LÓGICO DE VALORACIÓN 

POST FACTO DE SU TRASCENDENCIA AL RESULTADO DEL FALLO.  

 

TESIS AISLADA. SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. 

SI SE TRATA DE DELITOS ANTERIORMENTE CLASIFICADOS COMO GRAVES, Y QUE LA LEGISLACIÓN 

ACTUAL HA ESTIMADO, EN PRINCIPIO, DE PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA (COMO EL DE ROBO CON 

VIOLENCIA REGULADO EN EL ARTÍCULO 9 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO), ES 

IMPROCEDENTE CONCEDER DICHA MEDIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 166, FRACCIÓN II, DE LA LEY 

DE LA MATERIA (SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO).  

 

 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 

 

 

 

 

 

Energía 
 
TESIS AISLADA. MEDIDAS ADMINISTRATIVAS EN MATERIA ENERGÉTICA. LOS ARTÍCULOS 25, 
FRACCIÓN I Y DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DE 2017 QUE LAS PREVÉN, TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL.  

 

Fiscal 
 
JURISPRUDENCIA. RENTA. EL ARTÍCULO 28, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
AL ESTABLECER QUE LOS CONCEPTOS NO DEDUCIBLES DEBERÁN CONSIDERARSE EN EL 
EJERCICIO EN EL QUE SE EFECTÚE LA EROGACIÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014).  
 
JURISPRUDENCIA. RENTA. EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA DEL AMPARO CONTRA EL 
ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 28 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014.  
 
JURISPRUDENCIA. ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE 
SERVICIOS DE EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
26 DE DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA.  
 
JURISPRUDENCIA. ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE 
SERVICIOS DE EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
26 DE DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO NULIFICA EL EFECTO DE LA LIMITANTE DEL 
ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 
DE ENERO DE 2014. 
  
JURISPRUDENCIA. SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDE CONCEDERLA RESPECTO DE 
LAS CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 142, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO, PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA LLEVE A 
CABO TODAS SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, EXCEPTO EL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA EN LA QUE DECIDA SOBRE LA SITUACIÓN FISCAL DEL CONTRIBUYENTE, HASTA EN TANTO 
SE DECIDA SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE DICHO PRECEPTO. 
  
TESIS AISLADA. PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES QUE TENGAN A SU CARGO CRÉDITOS 
FISCALES DETERMINADOS Y EXIGIBLES, NO PAGADOS O GARANTIZADOS. EL ARTÍCULO 69, 
PÁRRAFOS PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN CONTIENE 
UN ACTO DE MOLESTIA RESPECTO DEL CUAL NO RIGE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.  
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TESIS AISLADA. IMPUESTO PREDIAL. SU AUTOLIQUIDACIÓN, FUNDADA EN LA LEY DE CATASTRO 
MUNICIPAL DEL ESTADO DE GUERRERO NÚMERO 676, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA 
ENTIDAD EL 3 DE ENERO DE 1984, ES INCONSTITUCIONAL. 
  
TESIS AISLADA. SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE INSTITUCIONES 
DE CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA.  
 
TESIS AISLADA. DOMICILIO FISCAL DE PERSONAS MORALES RESIDENTES EN EL PAÍS. EL ARTÍCULO 
10, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO DEFINE, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD.  
 

 

 

Telecomunicaciones 
 
TESIS AISLADA. TELECOMUNICACIONES. EL ARTÍCULO 71, INCISO C), FRACCIÓN V, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA ABROGADA, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA.  
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2017185  
Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 58/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA 
EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), TIENE 
EL CARÁCTER DE REGLADA. De la exposición de motivos que dio origen al artículo 17 Bis de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), se advierte que 
se implementó una mecánica de abreviación y simplificación cuando exista el riesgo de que se haya 
realizado una conducta reprochable de responsabilidad administrativa, a efecto de que la autoridad se 
encargue de manera exclusiva de investigar potenciales casos auténticos de gravedad, entre ellos de 
corrupción, descartando en ese momento otros actos donde la actuación del servidor público en la 
atención, trámite o resolución de asuntos a su cargo, se suscite dentro del periodo de un año, y que la 
inhibición se dé por una sola vez por un mismo hecho, sumado a que los efectos producidos se hubieran 
resarcido o desaparecido. En ese entendido, de suponer que aun cuando después de las 
investigaciones o revisiones practicadas se actualicen efectiva e indudablemente los supuestos a que 
se refiere aquel numeral, siempre que la probable infracción no sea considerada como grave por la 
misma ley, quede a juicio de la autoridad abstenerse o no de iniciar el procedimiento disciplinario o de 
imponer sanciones administrativas, se obstaculizaría la intención que se infiere del proceso 
legislativo y traería consigo una especie de esterilidad de la disposición. Por tanto, si la propia norma 
establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de iniciar el procedimiento o imponer 
sanciones, sin considerar alguna intermedia, entonces la autoridad sólo debe constatar que 
efectivamente éstas se actualicen (sin que se trate de una infracción considerada grave), por lo que no 
tendría sentido que se le faculte para discernir, aun de concurrir aquéllas, si es que debe o no actuar 
en esos términos, pues al prever de manera concreta los supuestos específicos que generan la acción 
de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la medida en que la actuación de la 
autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece la conducta específica que 
debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en armonía con ésta, 
excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues en sentido 
contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de 
su actuar. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 98/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Sexto 
Circuito y Primero del Primer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 9 de mayo de 2018. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 
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Competencia Económica 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017189  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.2o.A.E.58 A (10a.)  

 
SANCIONES IMPUESTAS A UN AGENTE ECONÓMICO POR EL INCUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES 
A QUE SE SUJETÓ LA AUTORIZACIÓN DE UNA CONCENTRACIÓN. LA INSTITUCIÓN JURÍDICA DEL 
RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA ES INAPLICABLE AL RESPECTO. De la jurisprudencia P./J. 99/2006, 
de rubro: "DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS 
PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS 
GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD 
PUNITIVA DEL ESTADO.", así como de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 200/2013, que dio 
lugar al criterio jurisprudencial P./J. 43/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES 
O MODULACIONES.", se advierte que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce 
diferencias entre el derecho administrativo sancionador y el derecho penal, ambas manifestaciones 
de la potestad punitiva del Estado, y que éstas explican que las reglas creadas para el segundo pueden 
aplicarse al primero, con los matices y adaptaciones necesarios, sólo en la medida en que sean 
compatibles con sus elementos esenciales y finalidad. Ahora, el reconocimiento de inocencia es una 
institución jurídica de carácter extraordinario y excepcional frente al principio de seguridad jurídica en 
su modalidad de cosa juzgada, que tiene por objeto corregir las inconsistencias existentes entre la 
verdad material y la formal, cuando habiendo condenado a una persona, posteriormente se demuestra 
de manera fehaciente e indubitable que es inocente; sin embargo, el reconocimiento de inocencia es 
incompatible con el procedimiento administrativo que se sustancie por la autoridad bajo la forma de 
un incidente de verificación del cumplimiento por un agente económico, de las condiciones a que se 
sujetó la autorización de una concentración, por lo cual, es inaplicable respecto de las sanciones en 
aquél impuestas, ya que dicha institución se encuentra justificada en la severidad de las 
consecuencias sociales que derivan de la sanción penal, las cuales no se encuentran presentes en las 
sanciones administrativas, por graves que éstas sean. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA 
ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Amparo en revisión 84/2016. Corporativo Vasco de Quiroga, S.A. de C.V. 9 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Arturo Mora Ruiz. 
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Constitucional y Amparo 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017197  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o. J/39 (10a.)  

 
VIOLACIONES PROCESALES. PUEDEN INVOCARSE EN UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO POSTERIOR, 
SI LEGAL Y MATERIALMENTE NO ERAN SUSCEPTIBLES DE IMPUGNACIÓN O ANÁLISIS OFICIOSO 
DESDE EL PRIMERO. El artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece que en el primer juicio de amparo directo que se promueva en relación 
con un proceso ordinario, debe decidirse respecto de todas las violaciones procesales planteadas y 
aquellas que, cuando proceda, se adviertan en suplencia de la queja. Asimismo, prescribe que si dichas 
violaciones no se invocaron en un primer juicio, mediante concepto de violación o, en su caso, en 
suplencia de la queja, ya no podrán examinarse en un juicio de amparo posterior. No obstante, la 
imposibilidad jurídica para hacer valer esas violaciones o para analizarlas en suplencia de la queja en 
un juicio de amparo posterior, por regla general, sólo se extiende a aquellas que, por existentes, 
debieron invocarse en el primer juicio, es decir, las que desde ese instante la quejosa estaba en 
posibilidad legal y material de hacer valer, o aquellas que el Tribunal Colegiado de Circuito podía 
examinar oficiosamente. Ello es así, porque no sería lógico ni jurídico considerar que el Constituyente 
impuso un deber tanto a la quejosa como al Tribunal Colegiado de Circuito, si frente a él no están en 
posibilidad legal ni material de cumplirlo. Consecuentemente, las violaciones procesales pueden 
invocarse en un juicio de amparo directo posterior, si legal y materialmente no eran susceptibles de 
impugnación o análisis oficioso desde el primer juicio, como por ejemplo, las que sobrevienen o surgen 
con posterioridad a una reposición del procedimiento derivada del cumplimiento de la protección 
constitucional otorgada en un primer juicio de amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 107/2015. 14 de mayo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Édgar Bruno Castrezana 
Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Juan Carlos Corona Torres.  
 
Amparo directo 121/2015. Abel Navarro Bueno. 5 de junio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: 
Santiago Ermilo Aguilar Pavón, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Juan Carlos 
Corona Torres. 
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Amparo directo 694/2016. Abel Navarro Bueno. 30 de marzo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
 
Amparo directo 236/2017. Arnulfo Rodas Cuan. 22 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
 
Amparo directo 668/2017. Claudio Guzmán Arcos. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: Édgar Bruno Castrezana Moro. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017163  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXII/2018 (10a.)  

 
EQUIDAD TRIBUTARIA. EL TRATO LEGISLATIVO DIVERSO Y EL PARÁMETRO O TÉRMINO DE 
COMPARACIÓN, CONSTITUYEN ASPECTOS DIFERENTES ENTRE SÍ, QUE DEBEN TOMARSE EN 
CONSIDERACIÓN AL REALIZAR EL ANÁLISIS DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL DE NORMAS 
CONFORME A AQUEL PRINCIPIO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que, para el examen de la constitucionalidad de una ley, a la luz del principio referido, es 
necesario valorar ciertos pasos lógicos de manera escalonada, entre los cuales se encuentra apreciar 
si existe una diferencia normativa de trato entre individuos o grupos, así como determinar si éstos 
están en una situación comparable, a través de la aplicación de un parámetro o término de 
comparación. El primero de esos pasos, es decir, el trato legislativo diverso, es aquel generado como 
consecuencia de las hipótesis jurídicas previstas en las normas reclamadas, al establecer supuestos 
que determinan un trato fiscal diferente a cada sujeto. El segundo, esto es, el término de comparación, 
generalmente lo configuran, en materia tributaria, las características propias de los sujetos –por 
ejemplo, las de personas físicas frente a las de personas morales– o las de la manifestación de riqueza 
gravada, ya sea por la fuente o por la actividad económica que se realiza –verbigracia, ingresos por 
salarios frente a enajenación de bienes–. En consecuencia, ambos conceptos se refieren a distintos 
aspectos, por lo que cada uno de ellos debe tomarse en consideración al realizar el análisis de 
regularidad constitucional de normas conforme al principio de equidad tributaria. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 898/2017. Látex Occidental Exportadora, S.A. de C.V. 16 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votaron contra algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ausente: Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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Penal 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2017145  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: XXII.P.A.21 P (10a.)  

 

APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. EL SISTEMA RESTRINGIDO DE ESTE RECURSO, 

CONTENIDO EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMENTOS PENALES, GARANTIZA EL EXAMEN 

INTEGRAL DE LA DECISIÓN CON EL DEBER DE PROTEGER LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y EL DEBIDO 

PROCESO, POR LO QUE NO VULNERA LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 2, INCISO H), DE LA CONVENCION 

AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 14, NUMERAL 5, DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS. El artículo 461 del Código Nacional de Procedimientos Penales 

dispone que el tribunal de alzada que deba resolver el recurso de apelación, sólo podrá pronunciarse 

sobre los agravios expresados por los recurrentes, sin extender el examen de la decisión recurrida a 

cuestiones no planteadas en ellos; por su parte, el diverso artículo 468, fracción II, del propio código, 

establece que la sentencia definitiva es apelable, en relación con aquellas consideraciones distintas a 

la valoración de la prueba, siempre y cuando no comprometan el principio de inmediación. Ahora bien, 

este sistema restringido no es arbitrario ni contrario a la interpretación de las cláusulas 

convencionales armonizadas y de protección maximizada con las garantías judiciales y el debido 

proceso previstas a nivel constitucional, porque el que se ciña al examen de los agravios que las partes 

hagan valer, sin ir más allá de lo expresado, encuentra su justificación en el hecho de que conforme al 

artículo 10 del código mencionado, se dispone como principio del sistema acusatorio que todas las 

partes que intervengan en el procedimiento penal reciban el mismo trato procesal y tengan las 

mismas oportunidades para sostener la acusación o la defensa, a fin de asegurar la igualdad sobre la 

base de la equidad en el ejercicio de sus derechos, por lo que la restricción es compatible con los fines 

del sistema penal acusatorio y conforme con el principio de inmediación, lo que atiende a que el 

tribunal de enjuiciamiento es el asignado de inmediar las pruebas, incorporándolas en contradictorio 

al juicio oral, lo que le permite valorarlas con plena jurisdicción, siendo congruente la restricción con 

los fines del sistema penal acusatorio nacional, el cual exige que toda audiencia se desarrolle 

íntegramente ante la presencia del órgano jurisdiccional de primera instancia y prohíbe expresamente 

que dicho órgano delegue en persona alguna la admisión, desahogo y valoración de las pruebas, 

teniendo la apelación como finalidad verificar si el a quo actuó conforme a derecho y apegado a los 

principios de valoración probatoria; sin que eso  
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implique que no pueda calificar la legalidad de las consideraciones y la forma en que el órgano inferior 

valoró las pruebas, a efecto de detectar irregularidades que hayan afectado al proceso o a la sentencia 

misma, lo que respeta lo establecido en los artículos 8, numeral 2, inciso h), de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 5, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, que evitan que el derecho humano a la doble instancia se vuelva ilusorio, siendo relevante 

que tenga como efecto útil garantizar el examen integral de la decisión recurrida con el deber especial 

de proteger las garantías judiciales y el debido proceso. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 183/2017. 24 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Pilar Núñez 

González. Secretarios: IIeana Guadalupe Eng Niño y Joel González Jiménez. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017146  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: XXII.P.A.20 P (10a.)  

 

APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. LOS ARTÍCULOS 461, 468 Y 480 DEL CÓDIGO 

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL ADOPTAR UN SISTEMA RESTRINGIDO DE DICHO 

RECURSO, NO VULNERAN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 2, INCISO H), DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 14, NUMERAL 5, DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS Y, POR ENDE, SON CONVENCIONALES. Los artículos 461, 468 y 480 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, al adoptar un sistema restringido del recurso de 

apelación en el proceso penal acusatorio, no vulneran los artículos 8, numeral 2, inciso h), de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 5, del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y, por ende, son convencionales, pues resultan acordes con la interpretación 

supranacional de que los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de la doble 

instancia, siempre que las restricciones y requisitos que se impongan no infrinjan la esencia misma 

del derecho de recurrir el fallo; en el caso, los preceptos nacionales citados prohíben extender el 

examen de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas o más allá de los límites del recurso y 

señalan que su materia serán las consideraciones distintas a la valoración de la prueba, siempre y 

cuando no comprometan el principio de inmediación; por lo que, al ser procedente la apelación, se 

otorga al tribunal de alzada la facultad para revocar el fallo, y hacer una revisión completa del caso, 

incluso ante la ausencia de agravios, donde se autoriza al órgano de superior jerarquía a suplir la queja 

deficiente cuando advierta que hubo violaciones graves con trascendencia en el proceso o violaciones 

a derechos fundamentales, sin restricción específica del acto procesal en el que se haya advertido la 

violación, dotando de jurisdicción al órgano revisor, para que, de ser el caso, reponga el procedimiento 

con el objeto de repararlo, lo que reivindica el derecho formal y material del sentenciado a recurrir el 

fallo ante un tribunal superior que examine todas las cuestiones hechas valer en los agravios y esas 

otras violaciones trascendentes, lo que se traduce en un reexamen completo de la decisión de origen. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 183/2017. 24 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Pilar Núñez 

González. Secretarios: Ileana Guadalupe Eng Niño y Joel González Jiménez. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017158  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: XXII.P.A.22 P (10a.)  

 

DEFENSA TÉCNICA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. LA FALTA DE ÉXITO DE LA 

TEORÍA DEL CASO PLANTEADA POR EL DEFENSOR DEL IMPUTADO, DERIVADA DE SU ACTUACIÓN, NO 

IMPLICA UNA VULNERACIÓN A ESTE DERECHO FUNDAMENTAL. La tutela del derecho de defensa 

técnica adecuada del imputado en un proceso penal acusatorio, previsto en el artículo 20, apartado B, 

fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, interpretado armónicamente 

con los artículos 8, numeral 2, incisos d) y e), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 

14, numeral 3, incisos b) y d), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, implica analizar 

su contenido formal y material, a la luz de los principios de interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, inmersos en el artículo 1o. de la Constitución Federal, lo que impone a las autoridades 

la obligación de verificar que toda sentencia condenatoria derive de un procedimiento justo, en 

igualdad de condiciones para el imputado, respecto del órgano acusador, por lo que el órgano de 

control debe estar al tanto de que no exista en el defensor una actitud pasiva del tal magnitud que sea 

tan evidente que prive de contenido material a este derecho fundamental, siendo que debe repararse 

esa violación, cuando ésta haya trascendido al sentido del fallo reclamado. Sin embargo, la falta de 

éxito de la teoría del caso planteada por su defensor, derivada de su actuación, no implica una 

vulneración a este derecho, ya que no puede llegarse al extremo de imponer al juzgador la carga de 

evaluar los métodos que el defensor emplea para lograr su cometido de representación, toda vez que 

el examen sobre si éste efectivamente llevará a cabo la estrategia más afín a los intereses del 

inculpado, escapa a la función jurisdiccional, pues eso rompería con el principio de libertad probatoria. 

 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 183/2017. 24 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Pilar Núñez 

González. Secretarios: Ileana Guadalupe Eng Niño y Joel González Jiménez. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017161  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: XXII.P.A.19 P (10a.)  

 

DERECHO HUMANO A LA DOBLE INSTANCIA EN MATERIA PENAL EN EL SISTEMA ACUSATORIO Y 

ORAL. LOS ARTÍCULOS 461, 468 Y 480 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE 

REGULAN EL RECURSO DE APELACIÓN, SON CONFORMES CON LAS CONVENCIONES DEL SISTEMA 

REGIONAL INTERAMERICANO Y UNIVERSAL EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 

De una interpretación conforme del derecho a la segunda instancia previsto en los artículos 14, párrafo 

segundo, 17, párrafo segundo y 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

armonizados con los parámetros y requisitos a que se refieren los artículos 8, numeral 2, inciso h), de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 5, del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, se concluye que en el sistema penal acusatorio y oral, el recurso de 

apelación regulado, entre otros, en los artículos 461, 468 y 480 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, constituye el remedio eficaz para la salvaguarda del derecho humano a la doble instancia que 

debe observarse dentro del marco del proceso penal como garantía mínima, para que toda persona 

inculpada de un delito tenga la oportunidad, antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa 

juzgada, de que se realice un reexamen completo e integral de la primera instancia, y se procure la 

corrección de la decisión, en caso de resultar contraria a derecho, lo que acontece ante un tribunal de 

alzada, órgano distinto y de mayor jerarquía orgánica que el tribunal de enjuiciamiento; entonces, 

dichos preceptos son conformes con las Convenciones del Sistema Regional Interamericano y 

Universal en materia de protección de derechos humanos. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 183/2017. 24 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Pilar Núñez 

González. Secretarios: Ileana Guadalupe Eng Niño y Joel González Jiménez. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017167  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: XXII.P.A.27 P (10a.)  

 

FRAUDE GENÉRICO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 193, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO PENAL PARA 

EL ESTADO DE QUERÉTARO. NO SE CONFIGURA EL ELEMENTO "ENGAÑO" DE ESTE DELITO, ENTRE EL 

PROVEEDOR DE INSUMOS Y EL PRODUCTOR Y DISTRIBUIDOR, ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE ÉSTE EN 

EL PAGO DE AQUÉLLOS Y DE LAS GANANCIAS PROYECTADAS. Del precepto mencionado se advierte 

que el primer elemento constitutivo del tipo penal de fraude genérico es la existencia del engaño. En 

ese sentido, de conformidad con la doctrina acreditada y la jurisprudencia del Poder Judicial de la 

Federación, dicha figura delictiva exige para su plena acreditación que el medio comisivo sea 

justamente el engaño, por virtud del cual es vencida la resistencia natural del pasivo, dirigida mediante 

una falsa representación de la realidad desde el momento en que se celebra el acto jurídico por el que 

se accede al lucro indebido. Al respecto, el tratadista Francesco Carrara distingue que en este delito –

también conocido como estelionato o estafa–, el dolo del sujeto activo se traduce en la astucia para 

tramar el error en que se hace incurrir a la víctima, y diferencia entre el artificio material y artificio 

verbal, de donde se sigue que el fraude no puede hacerse consistir para ese elemento de engaño, en la 

mera utilización de simples palabras mentirosas, sino que necesariamente exige algo material, una 

especie de aparato escénico, así sea incluso mediante la intervención de una tercera o terceras 

personas que den crédito a las palabras del mentiroso, pues en la apreciación objetiva de la falsedad 

debe ser posible para cualquier observador razonable que el ardid es verosímil a tal grado de vencer 

la sensatez de cualquier persona madura en la cultura media y con base en el sentido común. Por tanto, 

si el supuesto defraudador se hace pasar o dice ser empresario de determinada rama de la industria, 

no bastará con que sólo así lo diga, sino que presentaría ante su víctima la escenificación o montaje 

que conduzca, razonablemente, a pensar que el negocio es justo, factible y convincente. De ahí que el 

engaño implicaría la prueba objetiva de esa falsedad mediante el desmantelamiento de aquella ficticia 

representación, por ejemplo, a través del recabamiento o hallazgo de elementos probatorios que 

permitieran apreciar que el sujeto activo no es empresario, ni se maneja en la industria mediante la 

que ofreció el acuerdo mercantil, o bien de que siéndolo o habiéndolo sido, contrató a sabiendas de su 

incapacidad material para la consecución de las metas trazadas al momento de celebrar el negocio 

jurídico. En esa medida, la sola celebración de un acuerdo de voluntades que por las razones que sean, 

es incumplido por aquel a quien se imputa el fraude, en su carácter de productor y distribuidor, ya sea 

por no pagar por los objetos o insumos que recibió por el proveedor de éstos o bien, porque dio largas 

e injustificables  
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razones para no entregar las ganancias ofrecidas, no podrá estimarse como la prueba apta y suficiente 

que respalde esa astucia para tramar el error, acaso se traduciría en el mero incumplimiento de un 

negocio de naturaleza civil, que puede demandarse en otra instancia, mas no exigirse corporalmente 

mediante sanciones penales. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 125/2017. 5 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Barajas Villa. 

Secretaria: Elsa Aguilera Araiza. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017171  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Común, Penal)  

Tesis: XVII.2o.P.A.28 P (10a.)  

 

INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE CONTROL DE ACCEDER A 

LA SOLICITUD DE LA DEFENSA DEL IMPUTADO DE SEÑALAR FECHA Y HORA PARA AUDIENCIA A FIN 

DE DEBATIR SOBRE EL DESAHOGO DE DIVERSAS PRUEBAS EN ESTA ETAPA DEL SISTEMA PENAL 

ACUSATORIO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL SER UN ACTO QUE, POR SÍ 

MISMO, NO AFECTA MATERIALMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS. El acuerdo pronunciado por el Juez 

de control, en la etapa de investigación complementaria, que forma parte del procedimiento penal 

acusatorio y oral, mediante el cual determinó que no era posible acceder a la solicitud realizada por la 

defensa del imputado de señalar fecha y hora para audiencia a fin de debatir sobre el desahogo de 

diversas pruebas, no afecta de manera directa e inmediata derechos fundamentales del quejoso, 

reclamables en el juicio de amparo indirecto, pues no genera, por sí mismo, una afectación material a 

derechos sustantivos, ya que sólo produce una lesión jurídica de naturaleza formal que puede o no 

trascender al sentido de la resolución definitiva que en su momento llegue a pronunciarse; además, 

existe la posibilidad de que en la etapa intermedia o de preparación del juicio, solicite los medios de 

prueba que estime pertinentes para acreditar su teoría del caso, por ser dicha etapa la que tiene por 

objeto el ofrecimiento y la admisión de los medios de prueba, de conformidad con el artículo 334 del 

Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Queja 25/2018. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Montes García, 

secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Receso del Consejo de la Judicatura Federal para 

desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 56 del Acuerdo General del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, por el que se expide el similar que reglamenta la organización y 

funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 

generales. Secretaria: Diana Elizabeth Gutiérrez Espinoza. 
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MEDIOS DE PRUEBA EN EL SISTEMA PENAL ORAL DE TIPO ACUSATORIO. SALVO EXCEPCIONES 

JUSTIFICADAS, CONTRA SU ADMISIÓN EN LAS ETAPAS INTERMEDIA O DE JUICIO ORAL ES 

IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, DE ACUERDO CON EL ASPECTO LÓGICO DE VALORACIÓN 

POST FACTO DE SU TRASCENDENCIA AL RESULTADO DEL FALLO. Para efectos de determinar la 

procedencia excepcional del amparo indirecto, es de estimarse que independientemente de la etapa 

en que se resuelva (intermedia o de juicio oral), existe un aspecto fundamental a considerar 

tratándose de la admisión o no de medios de prueba en el sistema penal oral de tipo acusatorio, a efecto 

de estar en posibilidad de determinar si realmente se afecta un derecho sustantivo, como sería el de 

defensa adecuada, que justifique la procedencia, por excepción, o si en ese momento únicamente 

implica una cuestión intraprocesal; y éste se refiere a la conducencia, idoneidad o utilidad del medio de 

prueba en cuestión, en relación con el hecho que pretenda probarse, lo cual, constituye un aspecto que 

no se limita a la cuestión formal de su admisibilidad en sí misma, sino que implica una necesaria 

porción de análisis valorativo de su eventual eficacia desde el punto de vista cualitativo y, por ello, 

inexorablemente, salvo casos de excepción, se requiere del examen contextual de la prueba de 

referencia y su trascendencia y conducencia en relación con el acto previamente realizado de 

valoración que ocurre precisamente en la sentencia; de modo que, la posibilidad de afirmar, por 

ejemplo, que la inadmisión de un medio de prueba afecta un derecho sustantivo de modo irreparable, 

por regla general, no puede anticiparse apriorísticamente prejuzgando sin fundamento lógico, sino 

únicamente post facto al dictado del fallo, a fin de establecer esa pertinencia e indispensabilidad en el 

contexto del eventual resultado valorativo. Por tanto, sólo mediante su revisión en alzada, o bien, en el 

amparo directo, puede realmente determinarse de manera cierta la valoración indebida de una prueba 

ilícita o si aquella inadmisión de pruebas trascendió o no en la sentencia emitida en perjuicio del 

quejoso y si su ausencia en cuanto a incorporación hace ineludible de acuerdo a los fines del proceso 

penal, catalogarla o no como violación procesal que ineludiblemente amerite la reposición 

procedimental. Por ello, desde una perspectiva lógico-funcional, en esos supuestos, el amparo 

indirecto, por lo general, es improcedente. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Queja 190/2017. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Nieves Luna Castro. 

Secretario: Silvestre P. Jardón Orihuela. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. SI SE TRATA DE 

DELITOS ANTERIORMENTE CLASIFICADOS COMO GRAVES, Y QUE LA LEGISLACIÓN ACTUAL HA 

ESTIMADO, EN PRINCIPIO, DE PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA (COMO EL DE ROBO CON VIOLENCIA 

REGULADO EN EL ARTÍCULO 9 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO), ES IMPROCEDENTE 

CONCEDER DICHA MEDIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 166, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE LA MATERIA 

(SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO). En la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 

36/2012, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación atendió un aspecto relacionado con el 

catálogo de delitos previstos en el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, conforme a las reformas de 2008 y 2011, y concluyó que se trataba de una cuestión de 

vigencia de la ley y, por ende, que debía entenderse que a la luz de la vigencia plena del nuevo sistema, 

esos aspectos deberían atenderse en términos de la ley que resultara vigente y aplicable, según el 

caso. Ahora bien, conforme al nuevo sistema, el concepto de gravedad carece de aplicabilidad desde 

el punto de vista técnico; empero, las legislaciones secundarias naturalmente parten de esa 

consideración lógica para determinar los supuestos de excepción que justifican la prisión preventiva, 

siguiendo los lineamientos constitucionales; de modo que la gravedad constituye un aspecto 

potencialmente subyacente en la decisión legislativa de identificar razonadamente los supuestos de 

excepción aludidos, que ahora se traducen en la precisión textual de aquellos casos en que 

necesariamente habrá lugar a esa medida cautelar. Esto, con independencia de todos los demás casos 

en que el propio sistema prevé que aun tratándose de delitos no considerados de prisión preventiva 

oficiosa, podrá decretarse dicha medida a petición del Ministerio Público, en aquellos otros supuestos 

en que la ley así lo permite justificadamente, respecto de lo cual, por lo general, no tiene conocimiento 

el Juez constitucional en cada caso para efectos de resolver sobre la suspensión. Por tanto, si se trata 

de delitos anteriormente clasificados como graves, como el de robo con violencia, es improcedente 

conceder la suspensión definitiva en términos de la fracción II del artículo 166 de la Ley de Amparo (que 

impide la eventual detención del imputado), pues con independencia de que el ilícito que en su carácter 

de probable se le atribuye al quejoso, de acuerdo con la información con que se cuenta para ese efecto 

y hasta ese momento, en términos del artículo 9 del Código Penal del Estado de México, aún es 

considerado como "grave", y que conforme a los artículos 194 del Código de Procedimientos Penales 

para la entidad (actualmente abrogado) y 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales se 

enmarca, en abstracto, como delito cometido por medios violentos (como el empleo de armas), es 

claro que  

 

 

 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

siendo así, se trata entonces de uno de aquellos delitos a los que dichas legislaciones actualizadas y 

siguiendo los lineamientos del artículo 19 constitucional, en cuanto a la programatización del 

tratamiento excepcional de la prisión preventiva, al tratarse del nuevo sistema procesal penal, han 

estimado, en principio, de prisión preventiva oficiosa, y ello acarrea dicha consecuencia. Es decir, que 

la autoridad de amparo, para resolver sobre la suspensión, no puede suponer y prejuzgar 

apriorísticamente y en perjuicio del interés público, sino otorgarla, en su caso, de manera 

condicionada a la situación específica que corresponda al delito de acuerdo con la normatividad 

aplicable al caso concreto y la peculiaridad del asunto de que se trate. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 13/2018. 9 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Nieves Luna Castro. Secretario: Silvestre P. Jardón Orihuela. 
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MEDIDAS ADMINISTRATIVAS EN MATERIA ENERGÉTICA. LOS ARTÍCULOS 25, FRACCIÓN I Y DÉCIMO 
CUARTO TRANSITORIO DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2017 QUE LAS PREVÉN, TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. El Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 80/2003, estableció que existe un 
régimen especial para la expedición de la Ley de Ingresos de la Federación, establecido en el artículo 
74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dota a ese 
ordenamiento secundario de un contenido determinado, de carácter tributarista, encaminado a que se 
legisle sobre las contribuciones que deba recaudar el erario federal o, en su caso, que tenga una 
vinculación estrecha con lo relativo a los ingresos que obtendrá la Federación; de lo que deriva que si 
ese contenido no es respetado por el legislador ordinario, mediante la inclusión en dicho 
ordenamiento de elementos exógenos y asistemáticos –que no tengan el carácter tributarista citado– 
convierte a éstos en elementos inconstitucionales. Ahora bien, de los artículos 25, fracción I, y décimo 
cuarto transitorio de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2017, que establecen 
que los titulares de permisos de distribución y expendio al público de gasolinas, diésel, turbosina, 
gasavión, gas licuado de petróleo y propano –adicionalmente a las obligaciones previstas en el artículo 
84 de la Ley de Hidrocarburos– deben reportar a la Comisión Reguladora de Energía sobre los precios 
de venta al público y los volúmenes comprados y vendidos de dichos combustibles, así como de su 
estructura corporativa y de capital, en los términos y las fechas ahí precisados, se advierte que las 
obligaciones que prevén tienen como finalidad: a) asegurar la adecuada protección a los 
consumidores; b) fortalecer y complementar las facultades de las dos agencias especializadas en 
materia de competencia y regulación energética; y c) facilitar el monitoreo continuo de los precios al 
público de las gasolinas y el diésel, entre otros combustibles; de lo que se concluye que tales 
obligaciones están relacionadas con las materias de competencia económica y regulación 
administrativa del sector energético, al orientarse a la adecuada protección a los consumidores y al 
monitoreo de los precios al público de diversos combustibles, y no con la determinación o fiscalización 
de obligaciones de carácter tributario, ya sean sustantivas o meramente formales, por lo que 
transgreden el principio de supremacía constitucional, pues no respetan el régimen especial que, para 
la expedición de ese ordenamiento, establece el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Federal. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1283/2017. Regio Gas Lerdo, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de la procedencia del juicio Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: 
Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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Amparo en revisión 1288/2017. Servicio de Gas, S. de R.L. de C.V. 22 de marzo de 2018. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 31/2018. Intergas del Norte, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de la procedencia del juicio Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: 
Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López 
Vergara.  
 
Amparo en revisión 1291/2017. Combustibles y Gases de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de abril de 2018. 
Mayoría de tres votos de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo en revisión 1325/2017. Biogas de Victoria, S.A. de C.V. 4 de abril de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 28, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER 
QUE LOS CONCEPTOS NO DEDUCIBLES DEBERÁN CONSIDERARSE EN EL EJERCICIO EN EL QUE SE 
EFECTÚE LA EROGACIÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). El artículo citado, al establecer que los 
conceptos no deducibles a que se refiere la Ley del Impuesto sobre la Renta deberán considerarse en 
el ejercicio en el que se efectúe la erogación y no en aquel en el que formen parte del costo de lo 
vendido, provoca el reconocimiento anticipado del efecto fiscal de un concepto no deducible, con lo 
cual se afecta injustificadamente la renta neta que servirá de base para la determinación de la 
contribución. Ello es así, pues en un sistema de deducción del costo de lo vendido, la erogación de un 
gasto no conlleva una afectación a la situación jurídica en materia fiscal, pues únicamente representa 
una modificación en el concepto de activo que posee el causante y, en tal virtud, no refleja una 
alteración en el haber patrimonial susceptible de gravarse. Así, al conminarse a reconocer los gastos 
no deducibles en el ejercicio en el que se erogan, se obliga a los contribuyentes a impactar su esfera 
jurídica anticipadamente, en la medida de una cantidad y un concepto que, en congruencia con el 
cambio del sistema de deducción, no deberían tener un efecto fiscal sino hasta el momento en el que 
se reconoce el costo de ventas correspondiente, de ser deducible. Por lo anterior, el artículo 28, último 
párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 1 de enero de 2014, transgrede el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues obliga a reconocer los efectos de conceptos no 
deducibles en el ejercicio en el que se eroguen y no en el que forman parte del costo de lo vendido, con 
lo cual se da lugar a la determinación de una utilidad ajena a la que corresponde bajo el esquema de 
deducción de costo de lo vendido. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime 
González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 675/2015. GKN Driveline Celaya, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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RENTA. EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA DEL AMPARO CONTRA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 28 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014. El 
precepto indicado transgrede el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al constreñir a los 
contribuyentes a reconocer los efectos de conceptos no deducibles en el ejercicio en el que se eroguen 
y no en el que forman parte del costo de lo vendido, con lo cual, se da lugar a la determinación de una 
utilidad ajena a la que corresponde bajo el esquema de deducción de costo de ventas. En tal virtud, los 
efectos de la sentencia concesoria del amparo contra el último párrafo del artículo 28 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, consisten en que éste no se aplique a los quejosos, con lo cual se les libera 
de la obligación de reconocer de manera anticipada el efecto de los conceptos no deducibles que por 
su naturaleza formen parte, a su vez, del costo de ventas deducible. Obligación que deberá 
actualizarse y habrán de cumplir hasta el momento en el que esos conceptos no deducibles 
efectivamente formen parte del costo de lo vendido, a fin de que la utilidad fiscal o el resultado fiscal 
que lleguen a reportar en sus operaciones, no se vea contaminado con conceptos que corresponden a 
otros periodos, y que provocan que la tasa del gravamen se aplique a un monto que no es acorde con la 
capacidad contributiva del causante. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime 
González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González  
 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Amparo en revisión 675/2015. GKN Driveline Celaya, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017165  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 60/2018 (10a.)  

 
ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS DE 
EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE 
DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El 
estímulo fiscal que otorga el decreto indicado a empresas maquiladoras consistente en una 
"deducción adicional" de los pagos realizados que, a su vez, constituyan ingresos exentos para el 
trabajador, no genera un trato diferenciado injustificado entre contribuyentes que llevan a cabo 
operaciones de maquila en términos de los artículos 181 y 182 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, y 
aquellos que tributan con fundamento en el Título II de la propia ley, relativo a las personas morales del 
régimen general, pues, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado 
que existen diferencias sustantivas en la forma de tributar y calcular la utilidad fiscal, por lo que no se 
trata de sujetos comparables. Lo anterior, sin que el pago por servicios personales subordinados que 
constituyen ingresos exentos para los trabajadores y la necesidad de posicionarse como empresas 
competitivas en el plano internacional se erija como un punto de comparación idóneo, pues desde el 
punto de vista fiscal esas erogaciones no se reflejan de la misma forma ni en la misma magnitud en el 
cálculo de la utilidad fiscal. Por tanto, el decreto mencionado que otorga el estímulo fiscal referido no 
transgrede el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime 
González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 84/2015. Bluemarin Services, S.A. de C.V. y otra. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017164  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 59/2018 (10a.)  

 
ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS DE 
EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE 
DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO NULIFICA EL EFECTO DE LA LIMITANTE DEL ARTÍCULO 28, 
FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014. El estímulo fiscal que otorga el decreto indicado consistente en una "deducción adicional" de 
pagos realizados de erogaciones que, a su vez, constituyan ingresos exentos para el trabajador, en 
estricto sentido no es una deducción adicional en los términos que aplicaría a un contribuyente del 
régimen general de ley, pues el estímulo constituye una reducción sobre utilidades previo al cálculo 
del impuesto. Lo anterior es así, pues si bien el decreto mencionado le llama "deducción adicional", lo 
cierto es que en un procedimiento ordinario del régimen general, conforme al artículo 9, fracción I, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, para obtener la utilidad fiscal se deben disminuir de la totalidad de 
los ingresos acumulables obtenidos en el ejercicio, las deducciones autorizadas y la participación de 
los trabajadores en las utilidades de las empresas pagada en el ejercicio. Sin embargo, en el caso de 
las maquiladoras, la utilidad fiscal es estimada conforme a los porcentajes y términos establecidos en 
los artículos 181 y 182 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o bien, determinada mediante un acuerdo 
anticipado de precios de transferencia con fundamento en el diverso artículo 34-A del Código Fiscal de 
la Federación. Así, no podría considerarse que el estímulo que contempla el decreto se trata de una 
deducción que se aplique contra ingresos acumulables, sino de una figura aminorativa distinta que 
reduce la utilidad fiscal para calcular el resultado fiscal como base para el impuesto sobre la renta. De 
esta forma, el estímulo contenido en el decreto no nulifica el efecto de la limitante que sobre deducción 
de erogaciones que a su vez constituyan ingresos exentos para el trabajador, prevé el artículo 28, 
fracción XXX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, porque en tanto la utilidad fiscal tratándose de 
empresas maquiladoras se obtiene mediante los procedimientos mencionados, la "deducción 
adicional" prevista en aquél, no tiene la misma funcionalidad y magnitud que por su parte tienen las 
deducciones autorizadas en términos del régimen general de ley. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 661/2015. Integrando Soluciones Corporativas, S.C. 28 de febrero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; cinco votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime 
González Varas. 
 
Amparo en revisión 55/2015. Operadora Xuna, S.A. de C.V. y otras. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Amparo en revisión 84/2015. Bluemarin Services, S.A. de C.V. y otra. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 816/2015. Novatec Pagani, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 685/2014. Forjas Especializadas de Bronce, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017192  
Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  

Tesis: PC.XV. J/30 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDE CONCEDERLA RESPECTO DE LAS CONSECUENCIAS 
DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 142, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, 
PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA LLEVE A CABO TODAS SUS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN, EXCEPTO EL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN LA QUE DECIDA 
SOBRE LA SITUACIÓN FISCAL DEL CONTRIBUYENTE, HASTA EN TANTO SE DECIDA SOBRE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE DICHO PRECEPTO. Conforme a los artículos 107, fracción X, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 128 de la Ley de Amparo, procede otorgar la 
suspensión del acto reclamado en el juicio de amparo siempre que la solicite el quejoso y no se siga 
perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. Ahora bien, cuando en el 
juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad del artículo 142, fracción IV, de la Ley de 
Instituciones de Crédito, y el quejoso solicita la suspensión de las consecuencias de su aplicación, para 
que los documentos e información obtenidos de sus cuentas bancarias no se consideren para definir 
su situación fiscal respecto del ejercicio fiscal 2011, procede otorgar dicha medida para el efecto de que 
la autoridad fiscalizadora lleve a cabo todas sus facultades de comprobación, entre ellas, las relativas 
a solicitar a las instituciones de crédito noticias o información respecto del contribuyente, ya sea 
directamente a la propia institución de crédito, o a través de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, pero sin que dicte la resolución definitiva en la que se determine la situación tributaria del 
contribuyente, hasta en tanto se decida sobre la constitucionalidad del artículo 142, fracción IV, pues 
con ello no se obstaculiza el ejercicio de las facultades de comprobación; lo que permite advertir que 
no se sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, aunado a que 
se protege la materia del juicio de amparo biinstancial. 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 27/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, 
ambos del Décimo Quinto Circuito. 10 de abril de 2018. Unanimidad de seis votos de los Magistrados 
Jorge Alberto Garza Chávez, Graciela M. Landa Durán, Gerardo Manuel Villar Castillo, Fabricio Fabio 
Villegas Estudillo, Inosencio del Prado Morales y Abel A. Narváez Solís. Ponente: Graciela M. Landa 
Durán. Secretario: Laura Adame Galván. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017182  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXIV/2018 (10a.)  

 
PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES QUE TENGAN A SU CARGO CRÉDITOS FISCALES 
DETERMINADOS Y EXIGIBLES, NO PAGADOS O GARANTIZADOS. EL ARTÍCULO 69, PÁRRAFOS 
PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN CONTIENE UN ACTO DE 
MOLESTIA RESPECTO DEL CUAL NO RIGE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. El precepto citado 
prevé la publicación de la lista de los contribuyentes que tengan a su cargo créditos fiscales 
determinados y exigibles, que no se encuentren pagados ni garantizados, lo cual constituye un acto de 
molestia en el que no rige el derecho de audiencia previa, ya que se trata de un supuesto de excepción 
a la reserva de información de los contribuyentes y que constituye un acto de información para las 
personas que celebran operaciones comerciales con aquéllos. Por tal motivo, su constitucionalidad 
deriva de que las formalidades que deben observarse para los actos de molestia se desprenden 
directamente del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, que 
se emita por escrito, por autoridad competente y con la debida fundamentación y motivación. Además, 
el último párrafo del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación, prevé el procedimiento de 
aclaración ante el Servicio de Administración Tributaria, en el que podrán aportarse pruebas y se 
deberá resolver en el plazo de 3 días, contados a partir del día siguiente al en que se reciba la solicitud 
correspondiente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 222/2018. Escmar Desarrollos, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017170  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: XXI.2o.P.A.24 A (10a.)  

 
IMPUESTO PREDIAL. SU AUTOLIQUIDACIÓN, FUNDADA EN LA LEY DE CATASTRO MUNICIPAL DEL 
ESTADO DE GUERRERO NÚMERO 676, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE 
ENERO DE 1984, ES INCONSTITUCIONAL. Este Tribunal Colegiado de Circuito sostiene el criterio de que 
el decreto que contiene la ley mencionada, no tiene el refrendo del entonces secretario de Finanzas de 
la entidad, por lo que carece del requisito de validez que establecía el numeral 76 de la Constitución 
Política Local, vigente en el año indicado; lo que conlleva su inconstitucionalidad y la de los actos que 
de ella emanan. Lo anterior, con base en la jurisprudencia 2a./J. 95/2011, de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS 
DEL TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. CORRESPONDE AL SECRETARIO DE 
GOBIERNO Y AL FUNCIONARIO DEL RAMO RELATIVO.". Por tanto, el pago voluntario del impuesto 
predial, esto es, su autoliquidación, fundada en la norma hacendaria aludida, aun cuando no emane de 
un acto específico de autoridad, es inconstitucional, porque puede impugnarse cualquier forma de 
aplicación concreta de la ley tributaria. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 382/2017. J. Jesús Cabrera Sixtos. 7 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Mario Alejandro Nogueda Radilla, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, 
en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
Secretario: Edgar Herrera Borja. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017190  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXI/2018 (10a.)  

 
SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN 
SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE 
ENERO DE 2014, VIOLA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que el secreto bancario o financiero es parte del derecho a la vida privada del cliente y, 
por tanto, está protegido por el principio de seguridad jurídica. En ese sentido, el artículo 117, fracción 
II, de la Ley de Instituciones de Crédito, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 10 de enero de 2014, que prevé como excepción a la protección del derecho a la 
privacidad de los clientes o usuarios de las instituciones de crédito, la obligación de dar noticia o 
información, cuando las autoridades que la soliciten sean los procuradores generales de justicia de 
los Estados de la Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, para la comprobación del 
cuerpo del delito y de la probable responsabilidad del indiciado, viola el derecho a la vida privada, toda 
vez que la permisión que otorga dicho precepto a la autoridad ministerial no forma parte de la facultad 
de investigación de delitos contenida en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ni de la extensión de facultades de irrupción en la vida privada expresamente protegidas 
por el artículo 16 de la propia Constitución; además, porque el acceso a dicha información implica que 
tenga la potencialidad de afectación del derecho a la autodeterminación de la persona, quien como 
titular de los datos personales es la única legitimada para autorizar su circulación; de ahí que la 
solicitud de información bancaria realizada por la autoridad ministerial debe estar precedida de 
autorización judicial. Lo anterior es así, en virtud de que el carácter previo del control judicial, como 
regla, deriva del reforzamiento que en la etapa de investigación penal se imprimió al principio de 
reserva judicial de las intervenciones que afectan derechos fundamentales, toda vez que el lugar 
preferente que ocupan en el Estado se expresa a través de los controles que deben mediar para su 
afectación, como lo prevé en el artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 502/2017. Ángel Ricardo López González. 22 de noviembre de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ausente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017157  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXIII/2018 (10a.)  

 
DOMICILIO FISCAL DE PERSONAS MORALES RESIDENTES EN EL PAÍS. EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN II, 
INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO DEFINE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. El artículo 110, fracción II, del Código Fiscal 
de la Federación establece que se impondrá sanción de tres meses a tres años de prisión, a quien rinda 
con falsedad al Registro Federal de Contribuyentes los datos, informes o avisos a que se encuentra 
obligado. Por su parte, el artículo 10, fracción II, inciso a), del ordenamiento citado prevé que se 
considera domicilio fiscal, en el caso de personas morales residentes en el país, el local en donde se 
encuentre la administración principal del negocio. Ahora bien, al analizar ambos preceptos, se estima 
que el artículo 10, fracción II, inciso a), del Código Fiscal de la Federación, que establece lo que debe 
considerarse como "domicilio fiscal", no viola el principio de seguridad jurídica en su vertiente de 
taxatividad, al apreciar un grado suficiente en cuanto a la claridad y precisión de la expresión "el local 
en donde se encuentra la administración principal del negocio", la cual se entiende como el primer 
lugar en estimación o importancia, anteponiéndose y prefiriéndose a otros, por lo que es factible 
obtener un significado sin confusión alguna, ya sea desde un lenguaje natural e incluso jurídico. Esto 
es, el propio código define de forma clara y precisa, sin ambigüedad en su interpretación, lo que debe 
entenderse por domicilio fiscal para el caso de las personas morales residentes en el país, con lo que 
se da certeza jurídica respecto del hecho delictivo previsto en el artículo 110, fracción II, citado y su 
consecuencia jurídica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 216/2017. Jorge Luis Moreno León. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
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TELECOMUNICACIONES. EL ARTÍCULO 71, INCISO C), FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA 
ABROGADA, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. La 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que es constitucionalmente 
admisible que una norma sancionadora remita a otra para describir la conducta prohibida. Por tanto, 
el artículo 71, inciso C), fracción V, de la Ley Federal de Telecomunicaciones abrogada, que prevé que 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes sancionará con multa de 2,000 a 20,000 salarios 
mínimos por violaciones a disposiciones de la propia ley y las reglamentarias y administrativas que de 
ella emanen, no viola los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, máxime que no 
carece de un parámetro de aplicación objetiva, al establecer un rango entre dos extremos de multas, 
una mínima y otra máxima, que no puede sobrepasar la autoridad aplicadora, y cuya individualización 
está sujeta a la motivación del caso concreto, acorde con las características específicas de la 
infracción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 611/2016. Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 18 de enero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
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